LEGALIDAD DE ACTO ADMINISTRATIVO GENERAL DEROGADO – Competencia del juez contencioso administrativo depende de la temporalidad en la que esté estuvo en existencia / COMPETENCIA DEL JUEZ CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO – Sustracción de materia
El Despacho deja en claro que tradicionalmente, desde 1991 -aunque dentro de la evolución jurisprudencial de la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo no siempre fue así- la jurisdicción debe pronunciarse sobre la legalidad de los actos administrativos generales cuando éstos han sido “derogados” -entiéndase en sentido amplio como el retiro del acto del ordenamiento jurídico- por cuanto el análisis objetivo de legalidad se realiza conforme con el régimen normativo vigente al momento de la expedición del acto (…) Por tales razones, la competencia del juez de lo Contencioso- Administrativo frente a la legalidad del acto administrativo pende de la temporalidad en la que éste tuvo existencia en el ordenamiento jurídico (…) Esta posición jurisprudencial es clara y contundente frente al acto administrativo general cuando es retirado del ordenamiento por voluntad de la administración que expidió el acto o cuando su fundamento de hecho o de derecho es suprimido del ordenamiento jurídico, bien sea por derogatoria, o por la pérdida de vigencia del acto, o la pérdida de fuerza ejecutoria y el decaimiento del acto (…) Esta figura predicable del acto administrativo general, que en estricto sentido, no produce efectos concretos no presenta dificultad alguna de que las cosas retornen al orden jurídico abstracto anterior a su expedición, una vez han sido anulados por ilegalidad; valga decir, sin que ello implique que el operador Contencioso-Administrativo abstraiga su competencia para conocer de la legalidad de otros actos jurídicos producidos con ocasión de su vigencia, que subsiste, en dos eventos principales: a) cuando ese acto general haya generado efectos en el tiempo y b) frente a los actos administrativos particulares derivados o soportados en el acto general. Y en ambos casos, el análisis se  hará de cara a la normativa vigente al momento que fueron expedidos (…) La posición mayoritaria desplegada desde el año de 1991 con la sentencia hito precitada y trascrita en unos apartes, cobra valía incluso actualmente y así lo entiende también este Despacho, al no encontrar, aún, mérito para revaluarla o rectificarla (…) La figura de la inexequibilidad se recuerda, por regla general, tiene efectos ex nunc o a futuro, dejando incólume las situaciones particulares y concretas anteriores a su ocurrencia o aquellas que el acto produjo; precisamente, por respeto a esas situaciones (…) la competencia del juez de lo Contencioso- Administrativo frente a la legalidad del acto administrativo retirado del ordenamiento jurídico pende de la temporalidad en la que éste tuvo existencia, ante la necesidad de evaluar y decidir sobre la legalidad del acto, así éste al momento de proferirse la decisión judicial ya no esté vigente, para dar cabida precisamente al principio constitucional de legalidad que se advierte en la garantía del debido proceso (…) Lo cierto es que el operador Contencioso-Administrativo detenta su competencia frente a los actos administrativos derivados o soportados en el acto general. Y en ambos casos, el análisis debe hacerse de cara a la normativa vigente al momento que fueron expedidos, diferenciándose la situación del acto general con los subjetivos NOTA DE RELATORIA: Sobre la legalidad de actos de contenido general revisar, Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, sentencia del 14 de enero de 1991; MP.Carlos Gustavo Arrieta Padilla.
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COMPETENCIA DEL JUEZ CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO – De los actos particulares sustentados en acto general que ha desaparecido del ordenamiento jurídico / COMPETENCIA DEL JUEZ CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO – Situaciones anormales / ACTO PARTICULAR SUSTENTADO EN ACTO GENERAL – Situaciones que dan especialidad y diferencia a su tratamiento / SUSTRACCIÓN DE MATERIA – Procedencia
No es de extrañar entonces como ya se mencionó y como lo plantea el memorialista que la competencia del juez contencioso no se vea afectada frente al estudio de legalidad de los actos particulares sustentados en el acto general que ha desaparecido del ordenamiento jurídico, siempre que se trate de circunstancias anormales que alejan el caso de la normalidad de los asuntos es claro esa regla general del no vaciamiento de la competencia del juez de la legalidad del acto al haber desaparecido su fundamento fáctico y/o jurídico, presenta en este caso concreto, tres situaciones comprobadas que dan especialidad y diferencia al tratamiento que dentro de la generalidad o normalidad debía darse. El Despacho se refiere a una primera circunstancia, vista desde la sustancialidad y naturaleza de la norma suprimida y, es que la desaparición del ordenamiento jurídico, no proviene de la administración sino del Constituyente derivado y que precisamente ese acto legislativo dio nacimiento y origen a un nuevo órgano sin antecedentes en el ordenamiento jurídico constitucional, así que la temática suprimida no es de aquellas que surgen durante o a medida que se desenvuelve y se da implementación eficaz a la norma (…) La segunda circunstancia, a la que se hace referencia, responde a la particularidad de la causa petendi, para diferenciarla incluso del caso de la decisión que anuló la elección de los miembros permanentes de dedicación exclusiva, por cuanto en ésta tan solo se buscaba el control de legalidad objetiva, como se advierte (…) Pues en estos expedientes acumulados, las demandas que hoy ocupan la atención del Despacho, se decantaron, por incoar las decisiones (…) Es decir, las resolutivas que conllevan las “consecuencias de la sentencia de anulación (…) La tercera especialidad que permite entender el caso y analizarlo en forma diferente al común de los asuntos decantados por la jurisprudencia, es la naturaleza de la entidad que ocuparían los elegidos, pues recuérdese que los demandados integrarían el Primer Consejo de Gobierno Judicial -no el ente definitivo- y que la declaratoria de inconstitucionalidad de los artículos 15 -que dio razón constitucional a la existencia del Consejo de Gobierno Judicial y, por ende, a su especial órgano de transición, el Primer Consejo de Gobierno Judicial- y 18 Transitorio del Acto Legislativo contentivo de la máxima  creadora de dicho ente, implica que desaparecieron los fundamentos de la existencia de dicho ente, en tanto su base constitucional y acto creador que los elegidos ocuparían ya no existe (…) La particularidad imbuida a este asunto por la carencia de normas que fundamenten el Primer Consejo de Gobierno Judicial y siendo el acto demandado la decisión eleccionaria de un par de sus miembros, de un organismo dentro de la estructura del Estado el cual se buscaba implementar y poner en marcha, pero que dejó de existir, incluso en el interregno breve y restringido de existencia fijado por el Constituyente Derivado, hace inane cualquier pronunciamiento, siendo viable la aplicación de la sustracción de materia, ante la inexistencia actual de dicha entidad por desaparecer su fundamento constitucional  creador, se recaba dado el caso sui generis que rodeo a la institución en comento.
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CONSEJO DE ESTADO

SALA PLENA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO

SECCIÓN QUINTA

Consejera ponente: LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ.

Bogotá D.C., ocho (08) de marzo de dos mil diecisiete (2017)
Radicación número: 11001-03-28-000-2015-00026-00

Actor: WILLIAM EFRAÍN CASTELLANOS BORDA Y FEDERICO GONZÁLEZ CAMPOS

Demandado: MARTHA LÍA HERRERA GAVIRIA Y
VICENTE CALIXTO DE SANTIS CABALLERO

Nulidad Electoral - Única instancia
Encontrándose el proceso para reanudar la audiencia de práctica de pruebas y en atención a que por auto de 7 de junio de 2016, el Despacho conductor del proceso ordenó suspender la audiencia de pruebas e informar a las partes “sobre su reanudación o la decisión que se deba adoptar se dictará auto que deberá ser notificado por estado”, a la espera de conocer la decisión de la Corte Constitucional, frente a la norma de creación del Consejo de Gobierno Judicial y, por informe secretarial del 16 de febrero de 2017, obrante en folio 1.083 del cuaderno 4, se ha obtenido la sentencia C-376 de 2016 (Cd fl. 1.084 cdno. 4), el Despacho encuentra que ha surgido una circunstancia que impide continuar con el proceso y que lleva por economía procesal en pro de la administración de justicia y de los sujetos procesales dar por terminado el proceso.   
I. ANTECEDENTES

1. Demanda 

1.1. Expediente 00023: en ejercicio del medio de control de nulidad electoral, la parte actora FEDERICO GONZÁLEZ CAMPOS, presentó demanda
, obrante en folios 2 a 21 del cuaderno principal del expediente 00023, con el propósito de obtener las siguientes: 
1.1.1. Pretensiones. “Este medio de control electoral está orientado a obtener la nulidad del Acuerdo Nº 11 del 2 de septiembre de 2015, cuya parte decisoria contiene; primero, la oficialización de las votaciones ocurridas el 1º de septiembre del presente año, y segundo, la declaración de los electos y actuales demandados como representantes de Magistrados de Tribunal, Jueces y empleados de la Rama Judicial, para conformar el CONSEJO DE GOBIERNO JUDICIAL, con las consecuencias previstas en el artículo 288 del CPACA. // No obstante, de existir ACTA DE ESCRUTINIO de las respectivas elecciones, como quiera que no se dio a conocer por medio de publicidad alguna, ni aparece en la página web institucional solicito igualmente su nulidad, de conformidad con los hechos, cargos y fundamentos que a continuación se exponen” (fl. 3 cdno. 1 exp. 2015-0023-00).
1.1.2. Hechos. En síntesis, el actor planteó los siguientes:

1.1.2.1. La Comisión Interinstitucional de la Rama Judicial mediante Acuerdo Nº 6 de junio 17 de 2015, en desarrollo del Acto Legislativo 02 de 2015, reglamentó la elección de los representantes de Magistrados de Tribunales y Jueces y de los empleados de la Rama Judicial para conformar el Consejo de Gobierno Judicial. 
1.1.2.2. Dentro de la reglamentación se estableció que cada uno de esos representantes debía ser elegido por sus pares, ser servidores jucidiales y que en los últimos cinco años no debían haber sido sancionados disciplinariamente y adjuntar una planilla con el número de firmas de quienes los respaldan, entre otros requisitos.
1.1.2.3. La inscripción de candidatos se llevó a cabo los días 27 y 30 de julio de 2015, ante la Presidencia de las respectivas Comisiones Seccionales Interinstitucionales, para luego realizar el sorteo público a fin de asignar el número que cada candidato tendría en el tarjetón, y el 12 de agosto siguiente, quedó elaborada la lista de inscritos a nivel nacional y fue comunicada el 18 de agosto siguiente.
1.1.2.4. Las elecciones se llevarían a cabo el 28 de agosto de 2015, de 8:00 a.m. a 4:00 p.m., conforme al protocolo anexo; cada mesa contaría con dos testigos electorales sorteados entre los servidores judiciales y serían ubicadas por las Comisiones Interinstitucionales Seccionales, de acuerdo con el censo electoral y el mapa judicial de cada distrito. 
1.1.2.5. Los escrutinios y consolidación de resultados se efectuarían a más tardar el 28 de agosto de 2015 y estarían a cargo del Presidente de la Comisión Interinstitucional en presencia de un delegado de la Procuraduría General de la Nación.
1.1.2.6. La Comisión Interinstitucional, en principio, declararía la elección el 31 de agosto de 2015, pero mediante Acuerdo Nº 7 de 30 de julio de 2015, prorrogó la fecha al 6 de agosto de 2015.
1.1.2.7.  Mediante Acuerdo Nº 8 de 14 de agosto de 2015, la Comisión Interinstitucional publicó la lista de candidatos inscritos y que podían participar en la convocatoria de la elección, para un total de aspirantes de 19 funcionarios y 13 empleados.
1.1.2.8. La Sección Quinta, en auto de 25 de agosto de 2015, decretó la suspensión provisional de los artículos 3º y 5º del Acuerdo 6 de 2015 y su modificatorio Acuerdo Nº 07 de 2015, razón por la cual para dar cumplimiento a la orden judicial se expidió el Acuerdo 09 de 29 de agosto de 2015, a fin de incluir a los demás inscritos y se publicó en la misma fecha.
1.1.2.9. Mediante Acuerdo 10 de 31 de agosto de 2015, publicado en la página web, se dio a conocer los números asignados en el tarjetón electoral a los candidatos inscritos.
1.1.2.10. Las elecciones se llevaron a cabo el martes 1º de septiembre de 2015 y, de conformidad con el Acta de escrutinio general suscrita por los ingenieros de sistemas de las Altas Cortes y los delegados de la Procuraduría, las más altas votaciones fueron obtenidas por VICENTE CALIXTO DE SANTIS CABALLERO por el sector de funcionarios con 824 votos y MARTA LÍA HERRERA GAVIRIA, por el sector de empleados, con 5.353 votos. La votación total fue de 17.303 votos, con 1.307 votos en blanco y ninguno nulo.

1.1.2.11. La Comisión Interinstitucional, con base en esos escrutinios declaró elegidos a las dos personas mencionadas, mediante Acuerdo 11 de 27 de septiembre de 2015.

1.1.3. Normas violadas y concepto de violación: el actor fundamentó la demanda en los siguientes cargos: en el capítulo de hechos indicó: 
i) La Comisión Interinstitucional, al cumplir con la orden judicial de incluir nuevos inscritos mediante la expedición del Acuerdos 9 y 10 de 2015 y al asignarles nuevos números en el tarjetón, vulneró la aleatoriedad en la asignación, pues los inscritos al inicio ya contaban con su número conocido, pero los segundos y terceros no; ii) La inestabilidad en la determinación de candidatos inscritos permitió que el material electoral presentara severas equivocaciones en cuanto al nombre del aspirante y por cuál de los dos grupos se candidatizaba; iii) El quiebre de las condiciones de igualdad, en atención a que fueron tres fechas para inscripción de los candidatos; iv) La mesa de seguimiento electoral se suponía debía contar con la denominada Acta de escrutinio C.I 14, pero la votación ni lo acontecido con la declaratoria de elección están contenidas en ésta sino en un Acta general arrojada por un software distinto al de la Presidencia de la Comisión Interinstitucional y suscrito por los ingenieros de sistemas de las Altas Cortes y no por los jurados electorales; v) no se observó que cada dirección seccional estaba en el deber de registrar el total de votos de los candidatos en el acta C. I14.

En el concepto de violación indicó tres censuras contra el acto electoral: a) violación de normas que controlan la expresión de voluntad electoral, cuando la elección proviene por voto directo de un cuerpo electoral determinado; b) violación de derechos fundamentales a quienes se presentan como candidatos a la elección convocada, para ocupar las dignidades de miembros del Consejo de Gobierno Judicial; c) expedición irregular del acto declaratorio de elección:
1.1.3.1. Violación de las normas que controlan la expresión de voluntad electoral, cuando la elección proviene por voto directo de un cuerpo electoral determinado: el artículo 258 constitucional, establece que el voto es un derecho-deber ciudadano, que debe ser secreto y ausente de coacción, en cubículos individuales y mediante tarjetas electorales con la seguridad correspondiente, en las que los candidatos deben aparecer identificados con toda claridad y en igualdad de condiciones y que el voto electrónico dependerá de su transparencia y seguridad; por su parte, el artículo 263 superior consagra el principio de igualdad entre los aspirantes.

De tal suerte que las elecciones de cualquier cuerpo electoral, no serán válidas si transcurren dentro de procedimientos en los que el votante se confunde porque el material electoral suministrado contiene o induce a error y al carecer de la suficiente privacidad, vulnerando así el ejercicio pleno autonómico y democrático.

En el caso concreto, los tarjetones suministrados por la Comisión Interinstitucional y la Rama Judicial contienen imprecisiones, como equivocar el título del funcionario, que era de la esencia, pues se elegían los representantes de dos grupos perfectamente diferenciados, cuyos integrantes no podían votar por el otro grupo. Tampoco se precisó el cargo.

1.1.3.2. Violación de derechos fundamentales a quienes se presentan como candidatos a la elección convocada: el artículo 137 del CPACA dispone que el acto electoral es nulo por desconocer el derecho de audiencia y de defensa, los derechos de igualdad, debido proceso y de elegir y ser elegido.

El artículo 13 superior fue vulnerado porque los candidatos no recibieron el mismo trato de las autoridades ni gozaron de las mismas oportunidades, pues fue diferente dependiendo del grupo de aspirantes, en tanto los primeros contaron con un mayor plazo para darse conocer a sus electores, mientras que los dos grupos restantes contaron con solo un día o ninguno. Por último, varios no pudieron inscribirse como candidatos por no haber conocido el nuevo calendario electoral, pues no fue proferido en acto administrativo ni fue difundido ampliamente, luego de la orden judicial que tampoco fue difundida al público. El artículo 29 de la Constitución Política se violó porque algunos carecieron por completo de la oportunidad para hacer campaña. El proceso electoral discurrió por un trámite desequilibrado y por con un lesivo proceso administrativo. El artículo 40 ibídem se violó precisamente porque para algunos no fue viable darse a conocer.

Otro tanto vulneró y alteró la transparencia del proceso electoral, la inclusión en el listado de candidatos a personas que no reunían las exigencias constitucionales, como sucedió con el candidato Romelio Elías Daza Molina, Magistrado de la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura del Meta, quien no ostenta la condición de Magistrado de Tribunal y cuyas funciones no incluyen administrar justicia. 
1.1.3.3. La expedición irregular del acto: al quebrantar las reglas que la Comisión había expedido para culminar el proceso electoral, toda vez que el escrutinio se debía totalizar en el acta C.I14 y en ésta dejar consignadas todas las incidencias y en el que el órgano principal -la Comisión Interinstitucional apoyado con una mesa de seguimiento- sería el encargado del escrutinio, pero éste terminó en un informe colgado en un software suscrito por los ingenieros de sistemas de las Altas Cortes y delegados de la PGN. Indicó que la convocatoria y la organización de las elecciones ordenadas por el Acto Legislativo 02 de 2015, requerían la preexistencia de una ley estatutaria, lo cual implica que las decisiones de la Comisión Interinstitucional para estos efectos carecen de competencia y afectan los derechos y garantías constitucionales (fls. 8 a 14 cdno. ppal. exp. 00023).

2. De la decisión de la medida cautelar de urgencia decretada y de la admisión de la demanda: por auto de Sala de 26 de noviembre de 2015, se admitió la demanda y se negó el decreto de suspensión provisional (fls. 217 a 224 cdno. ppal. exp. 00023), porque respecto de la violación del artículo 231 superior no se advirtió contradicción, como tampoco que lo normado en las disposiciones constitucionales y legales se opusiera al acto de elección. No se encontró vulneración de los artículos 13 y 40 de la Constitución Política, por cuanto se dio cumplimiento a las decisión judicial de 25 de agosto de 2015 y que tuvieron causa en la petición de uno de los actores, que la Sala encontró de recibo para garantizar a todos las posibilidad de candidatizarse y así garantizar el derecho a elegir y ser elegido, pero dentro de los plazos establecidos en el Acto Legislativo 02 de 2015.
No se transgredió el debido proceso al existir un plazo otorgado por la reforma constitucional que se debía cumplir y el sorteo que se dio a los demás candidatos fue producto de la orden judicial, que se profirió para no traumatizar el proceso electoral, con garantía del proceso electoral.
En relación, con haber permitido la inscripción de una persona que no cumplía con la condición de funcionario judicial por ser Magistrado del Consejo Seccional de la Judicatura del Meta, indicó la Sala que esta censura se dirige no contra los elegidos, sino como demostración de las supuestas irregularidades acontecidas al momento de la inscripción, de las cuales no existe prueba y se hace necesario contar con todos los elementos probatorios.
Frente a la violación del artículo 258 superior es impróspera porque no se probó la coacción y del 263 ibídem no es aplicable pues la norma regula el tema del candidato único que presentan los partidos políticos. Por otra parte, en el asunto del tarjetón, el anexo del Acuerdo 06 o protocolo para el proceso de la elección referida, no se exigió que tuviera que llevar el cargo del candidato y de las pruebas hasta ese entonces recaudadas no se probó el tarjetón definitivo.

Finalmente, en relación con el reproche frente a los escrutinios y de no haberse surtido mediante el acta C.I-14, se requiere determinar, sin que se pueda en esta etapa del proceso, el mecanismo de votación, es decir, si en su totalidad se surtió mediante voto electrónico o no.
3. Contestación de la demanda: dentro del término legal, VICENTE CALIXTO DE SANTIS CABALLERO y MARTA LÍA HERRERA GAVIRIA, a través de apoderado judicial, contestaron la demanda, en escrito obrante en los folios 280 a 294 del cuaderno principal del expediente 00023. Destacaron que muchas de las decisiones de la Comisión Interinstitucional se adoptaron para dar cumplimiento a las órdenes judiciales impartidas por la Sección Quinta. No es cierto que se haya producido inestabilidad por las inconsistencias del tarjetón, porque en la parte superior se dejó claro a qué grupo se estaba eligiendo. 

Tampoco corresponde a las previsiones del protocolo que fuera la Comisión Interinstitucional quien debía hacer el escrutinio, sino que se designaría una mesa de seguimiento central a fin de resolver cualquier inquietud que se presentara en el curso del proceso electoral. Necesariamente la Comisión debía apoyarse en los técnicos, en los profesionales de sistemas para la contabilización. Además, como bien lo afirma el demandante, en el Acta C.I-14 se consignaron los votos alcanzados por todos los candidatos, distrito por distrito, mesa por mesa, con indicación de los votos en blanco y nulos, que incluso fue suscrita por Delegados de la Procuraduría General de la Nación y de la Fiscalía General. Ello no alteró el resultado electoral.
Se opuso a las pretensiones anulatorias porque el acto de elección, el Acuerdo 11 de 27 de septiembre de 2015, fue expedido con el lleno de requisitos formales y sustanciales, sin avizorarse irregularidades constitutivas de nulidad.
3.1. Propuso la excepción previa de inepta demanda por cuanto de conformidad con el numeral 3° del artículo 162 del CPACA, hubo indebida formulación de hechos y fundamentos de derecho y no se invocó en forma específica causal de nulidad del artículo 275 del CPACA o del 137 ib. Por otra parte, varias de las censuras planteadas por el actor son hechos constitutivos de reclamación del artículo 192 del Estatuto Electoral. Otras de las censuras no fueron alegadas ante la autoridad administrativa electoral, por lo cual no se agotó el requisito de procedibilidad del artículo 161-6 del CPACA.
3.2. Como excepciones de fondo, propuso las siguientes:

3.2.1. La “ausencia de causa para pedir” porque el proceso eleccionario se estructuró de acuerdo con las decisiones judiciales, sin afectar la transparencia, el equilibrio en la competencia ni la publicidad porque todo se dio a conocer por la página web, Si el procedimiento establecido no se pudo implementar en forma total como se hubiera querido se debió a inconvenientes físicos o económicos presupuestales al interior de la Rama Judicial, no solo porque era la primera vez que se hacía esta clase de elección sino por el corto tiempo que se tuvo (2 meses) conforme lo dispuso el Acto Legislativo 02 de 2015.

Por otra parte, en cuanto al principio de eficacia del voto, de cara a la aplicación del artículo 223 causal 2ª del CPACA, es imperativo realizar el análisis de la incidencia de las irregularidades sobre el resultado electoral, tal y como lo prevé el artículo 287 ibídem. Advirtió que las irregularidades denunciadas por la parte actora no tienen la entidad suficiente para dar prosperidad a las pretensiones.  
3.2.2. La innominada consagrada en el inciso 2° del artículo 187 del CPACA, que debe declarar de oficio el juez.
1.2. Expediente 00026. en ejercicio del medio de control de nulidad electoral, la parte actora WILLIAM EFRAÍN CASTELLANOS BORDA, presentó demanda
, en escrito que obra en folios 1 a 48 del cuaderno principal del expediente 00026, con el propósito de obtener las siguientes: 

1.2.1. Pretensiones. “PRIMERO. La nulidad de la jornada electoral llevada a cabo el 1 de septiembre de 2015, tendiente a elegir al Representante de los Magistrados y Jueces y Representante de los Empleados ante el Consejo de Gobierno Judicial. // SEGUNDO. La nulidad del Acuerdo N° 11 del 2 de septiembre de 2015, por medio del cual, la Comisión Interinstitucional de la Rama Judicial declaró la elección de los señores Vicente Calixto de Santis Caballero y Marta Lía Herrera Gaviria, como Representante de los Magistrados y Jueces y Representante de los Empleados (respectivamente) ante el Consejo de Gobierno Judicial.// TERCERO. Como consecuencia de la anterior declaración de nulidad, convoque nuevamente a los funcionarios y empleados judiciales, con el fin de elegir al Representante de los Magistrados y Jueces, y Representantes de los Empleados ante el Consejo de Gobierno Judicial, previsto en el Acuerdo N° 6 del 17 de julio de 2015, proferido por la Comisión Interinstitucional de la Rama Judicial” (fl. 1 cdno. ppal. exp. 00026).

1.2.2. Hechos. En síntesis, el actor planteó los siguientes:

1.2.2.1. El artículo 15 del Acto Legislativo Nº 02 de 2015, modificatorio del artículo 254 de la Constitución Política, determinó la creación y composición del Consejo de Gobierno Judicial, y previó que lo compondrían nueve miembros, entre ellos, un presentante por el grupo de funcionarios (jueces y magistrados) y un representante por el grupo de empleados judiciales.

1.2.2.2. El literal e) del artículo 18 Transitorio del Acto Legislativo 02 de julio 01 de 2015 estableció que a la Comisión Interinstitucional de la Rama Judicial, le correspondía organizar las elecciones de dichos representantes.

1.2.2.3. El 17 de julio de 2015 se profirió el Acuerdo Nº 06 de la Comisión Interinstitucional de la Rama Judicial, mediante el cual expidió la regulación para adelantar el proceso de elección de los Representante de los Magistrados y Jueces, y Representante de los Empleados. Y para desarrollar la jornada expide el anexo a este acuerdo que contiene el protocolo para el proceso eleccionario, entre cuyos temas se encuentra el del voto manual y la forma de desarrollarlo conforme a las etapas consagradas en esa norma. Así mismo, reguló el tema atinente al Voto Electrónico.
La Comisión Interinstitucional dispuso que el voto electrónico se ejercería en la página web www.ramajudicial.gov.co, en la cual se iba a encontrar un link que le permitiría a los funcionarios y empleados judiciales ingresar con el número de cédula y la clave que tiene asignada para el sistema “Kactus” utilizado para el sistema de nómina de los servidores de la Rama Judicial.

1.2.2.4. La jornada electoral del 1º de septiembre de 2015 se desarrolló incumpliendo los parámetros señalados en el anexo del Acuerdo 06 de 2015, porque la Comisión Interinstitucional nunca habilitó el link en la página web www.ramajudicial.gov.co., y por ello, muchos de los funcionarios y empleados judiciales no pudieron ejercer su derecho al voto en las elecciones de Representante de los Magistrados y Jueces, y Representante de los Empleados. No se instalaron urnas o puestos de votación en todos los edificios o sedes judiciales, y en las que se implementaron carecían de listado de electores y de cubículos, las urnas eran artesanales o se trataba tan solo de una carpeta (legajador).
1.2.2.5, Los jurados de votación fueron los mismos empleados, circunstancia que generó una falta de imparcialidad e independencia en la jornada electoral.

1.2.2.6. En la página web de la Rama judicial existe un link denominado “Convocatoria elección de representantes de Magistrados de Tribunal y Jueces y Empleados ante el consejo de  gobierno judicial” en el que a la fecha de hoy, solo se han publicado el acuerdo No 6 y su Anexo, pero no el Acuerdo 7 ni el auto del Consejo de Estado de 25 de agosto de 2015 que suspendió provisionalmente el acto y modificó el cronograma de la convocatoria.
1.2.2.7. El 25 de Julio de 2015 se publicó, en el diario El Tiempo, la convocatoria No 6, y su anexo, el 30 siguiente, se publicó el acuerdo Nº 7 y el acuerdo Nº 8 fue publicado el día14 de agosto de 2015, según informe de la auditoria Ability Data.

1.2.2.8. El acuerdo Nº 10,  mediante el cual se publicó el listado del tarjetón con los nombres de los inscritos y su número, fue publicado el día 1º de septiembre de 2015 a las  9:16, es decir, después de iniciada la jornada electoral, según informe de Ability Data.
1.2.2.9. El acuerdo 11 que declaró la elección fue publicado el 7 de septiembre de 2015, a las 11:32 am.
1.2.2.10. El 25 de agosto de 2015, el Consejo de Estado mediante auto dentro del  2015- 00018, con ponencia de este Despacho, suspendió la elección y en el numeral 2º de la parte resolutiva, dispuso: “SEGUNDO. ENTIÉNDASE que los plazos previstos en los artículos 6°, 7°, 8° y 9° del Acuerdo 06 de 17 de julio de 2015 y los artículos 1°, 2° y 3° del Acuerdo 07 de 30 de julio de 2015, respecto de los candidatos que se inscriban con ocasión de lo resuelto en esta providencia serán los siguientes:

	Miércoles 26 y jueves 27 de agosto de 2015
	Inscripciones

	Viernes 28  agosto de 2015
	Elaboración listas de inscritos por cada Comisión Seccional Interinstitucional

	Sábado 29 de Agosto de 2015
	Sorteo: Se sortearán los números de identificación de los candidatos, únicamente de los nuevos inscritos. (se mantendrán los números de identificación ya sorteados y se partirá del número siguiente no asignado para realizar el sorteo de los nuevos inscritos).

La Comisión Interinstitucional elaborará la lista definitiva de inscritos a nivel nacional la cual dará a conocer y publicará el mismo sábado en la página web de la Rama Judicial.

	Martes 1 de Septiembre de 2015
	Elecciones*, envío de datos verificados y consolidados, y consolidación de resultados en que se establezcan los candidatos con mayor número de votos.

	Miércoles 2 de septiembre de 2015
	Declaratoria de elección


*El Acto Legislativo 02 de 2015 señala el término de dos meses para realizar las elecciones. 
La Comisión Interinstitucional omitió adoptar dicho cronograma mediante un acuerdo y mantuvo el cronograma inicial, conforme se publicitó en el Canal Institucional.
1.2.2.11. El día 27 de agosto de 2015 se publicó la convocatoria en el periódico el Espectador, sin mencionar los acuerdos que guiaban la convocatoria, ni el auto del Consejo de Estado. El  28 de agosto siguiente, el Canal Institucional publicó que las elecciones se llevarían a cabo el día 1º de septiembre, por lo tanto lo publicó vencido, porque el término de inscripciones otorgado por el Consejo de Estado, abarcaba los días 26 y 27 de agosto.
1.2.2.12. La Comisión Interinstitucional publicó el nuevo cronograma,  en la página web de la Rama Judicial en la Sección Noticias  el 31 de Agosto de 2015, a las 7:55 p.m.

1.2.2.13. El día 1º de septiembre de 2015, fecha de las elecciones a las 9:55 a.m., fue publicada en la página de la Rama Judicial el número de los candidatos en el tarjetón.
1.2.2.14. El día 2 de Septiembre de 2015, se suscribe acta de entrega por parte de los expertos en sistemas: María Aseneth Quintero Bernate (Corte Suprema De Justicia), Héctor Armando Baquero Barrera  (Consejo Superior De La Judicatura), Pablo Enrique Moncada Suarez (Consejo De Estado),  Rubén Patarroyo Moreno (Corte Constitucional), Diana Ruth Lozano (Fiscalía Bernal De La Nación), Alberto García Parra (Procuraduría General de la Nación), en la que señalan que allegan reporte parcial de escrutinio, correspondiente a las 1.180 mesas escrutadas del total de 1.201 y son quienes además suscribieron el ACTA DE ESCRUTINIO GENERAL, en la que se informa que a las 14:42:56 ya había sido escrutado el 100% de la votación de funcionarios, y a las 14:46, el 100% de los empleados.

1.2.2.15. Mediante Acuerdo Nº 11 de 2 de septiembre de 2015, la Comisión Interinstitucional de la Rama Judicial declaró la elección de los señores VICENTE CALIXTO DE SANTIS CABALLERO y MARTA LÍA HERRERA GAVIRIA, como Representante de los Magistrados y Jueces, y Representante de los Empleados, respectivamente.
1.2.2.16. Según los resultados de las votaciones publicadas el 18 de septiembre de 2015 en la web de la página de la Rama Judicial, en las Seccionales de Amazonas, Casanare, Guainía, Guaviare, Putumayo, Vaupés, y Vichada no se contabilizaron votos. 

1.2.3. Normas violadas y concepto de violación

El actor fundamentó la demanda en la censura general del artículo 137 del CPACA, concretamente, la de infracción de las normas en que deberían fundarse, fue expedido en forma irregular, con desconocimiento del derecho de audiencia y de defensa y estuvo falsamente motivado.
1.2.3.1. Infracción de las normas en que debería fundarse: La convocatoria estuvo reglada por las siguientes normas: Acuerdo No 6, su anexo, acuerdo No 7, y el cronograma establecido mediante el auto del 25 de agosto de 2015  proferido por el Consejo Estado.

Concretó esta censura en las siguientes irregularidades:

1.2.3.1.1. Inconsistencias en los escrutinios de 318 mesas de votación. Entre las páginas 28 a 46 del Acta General de Escrutinio de los Funcionarios-2015 de 18 de septiembre de 2015, se presentan inconsistencias entre el número de votos y el total del escrutinio de mesa en 318 mesas, que representan el 26.5% del total de la mesas del país, lo que conlleva la invalidez del acto declaratorio de elección por tener la capacidad para alterar el resultado electoral. Relacionó las mesas de votación en las que considera se presentan inconsistencias, identificándolas mediante el número asignado y el distrito judicial de ubicación. Indicó que una sumatoria a priori de la votación espuria, arroja 126 votos menos de lo reseñado, es decir, se debieron totalizar 4.433 votos. 

1.2.3.1.2. No se contabilizaron los votos del Departamento de Cundinamarca: en el acta de escrutinio general del representante de los funcionarios, que se publicó en la web no se relacionó la votación de dicho distrito judicial, pues solo se escrutaron las mesas de Bogotá D.C.

1.2.3.1.3. Mesas sin votación y falta de legitimidad: En el Acta de Escrutinios  General Representantes de Funcionarios, se observa que en 403 mesas no votó ninguna persona, circunstancia que deberá ser tenida en cuenta como indicio de errores en la publicidad y falta de transparencia. Relaciona con número y ubicación de esas mesas y dedujo que el 33.583% votó, hecho que evidencia el bajo poder de convocatoria debido a la falta de publicidad previa a la jornada electoral.
A título conclusivo, sumadas las 403 mesas en donde no se registraron votos y las 318 que presentaron inconsistencias en la votación, arroja un total de 721 mesas, que representan el 60, 8 % del total de las mesas del país.

1.2.3.1.4. Violación del principio de publicidad: porque el artículo 18 del Acuerdo 06, dispuso que la convocatoria debía ser difundida por el portal de internet de la Rama Judicial, Intranet, diarios de amplia circulación nacional, cana interinstitucional, entre otros. En el caso en controversia, se incumplió, bien por desorden administrativo, o por no publicarse o hacerlo tardíamente. El actor explicó detalladamente, a su juicio, los yerros acontecidos con cada medio de divulgación, que generaron que los magistrados, jueces y empleados, el día 28 de agosto de 2015 a las ocho de la mañana, buscaran los sitios para votar, toda vez que nunca se enteraron por ningún medio, tal como se demuestra fehacientemente, que la fecha de votación había cambiado, y mucho menos que tenían un nuevo término para optar para ser candidatos; tampoco conocieron el número del candidato en el tarjetón por quien votar, fue un total caos.

Ahora bien recuérdese que RVTC Señaló “se evidenció que sobre el tema al que usted hace referencia RTVC únicamente emitió, a través del Canal Institucional dos PROMOS, así: Una durante los días 1 al 8 y del 25 al 27 DE AGOSTO DE 2015  y otra a partir del día 28  y hasta el 31 del mismo mes y año”, es decir, que se encuentra comprobado que al momento en que se publicó, ya se había vencido el término de inscripciones. (26 y 27 de agosto).
1.2.3.1.5. Incumplimiento de lo dispuesto en el auto del Consejo de Estado: el nuevo cronograma no fue publicado en el link “convocatoria elección de representantes de magistrados de tribunal y jueces y empleados ante el consejo de  gobierno judicial” sino como una noticia más. Solo el 31 de agosto de 2015 a las 7:54 pm., se socializó como modificación al cronograma, por lo que se conoció a menos de 12 horas de las elecciones y cuando ya había finalizado la jornada laboral de los servidores judiciales.

Por otro lado, se incumplió la orden judicial que señaló que el día 29 de agosto de 2015, la Comisión Interinstitucional elaboraría la lista definitiva de inscritos a nivel nacional, que la daría a conocer y la publicaría el mismo sábado 29 de agosto, pues dicha lista fue terminada el día 31 de agosto, tanto así que dio origen al acuerdo Nº 10, que dispuso: “dar a conocer los nombre y números otorgados a los cuatro candidatos que no fueron incluidos en el acuerdo No 9 de 215”, es decir, que adicionó el acuerdo No 9 por medio del cual se dieron a conocer los nuevos candidatos inscritos para participar en la elección.

Por ello es dable afirmar que al publicar los tarjetones el mismo día de las elecciones y con una hora y media de retraso, impactó gravemente la democracia, dado que las personas no sabían por quién votar; justamente por eso el Consejo de Estado había buscado que la lista definitiva fuera conformada el mismo sábado, a fin de que las personas tuvieran por lo menos dos días para conocer con certeza el número de su candidato a representante.

1.2.3.1.5.6. Vulneración a la democracia por no poder votar mediante voto electrónico: para desarrollarse la jornada electoral se había previsto la posibilidad de ejercer el voto electrónico y para tal efecto se habilitaría un link en la página web www.ramajudicial.gov.co, en la que se permitiría a los funcionarios y empleados judiciales ingresar con el número de cédula y la clave que tiene asignada para el sistema “Kactus”. Pero la jornada electoral llevada a cabo el 1 de septiembre de 2015 no se adelantó conforme a los parámetros establecidos por la Comisión Interinstitucional de la Rama Judicial, por cuanto nunca se habilitó el link referido, al punto que muchas seccionales reconocieron que la votación fue manual y no electrónica.
1.2.3.1.7. Violación de la democracia por falta de garantías de transparencia, y publicidad en las elecciones, por no existir listas del lugar donde debía sufragarse, ni publicarse las mesas en que debían votar: Dice el numeral 6 de la Etapa I del anexo del acuerdo No 6 “Los directores  Ejecutivos Seccionales, remitirán a la Presidencia de la Comisión Interinstitucional Nacional, los listados  de los puntos de votación, con el número de mesas establecidas, indicando la dirección de los puntos digitales a efectos de ser publicados en la página web de la Rama Judicial”

Para llevar a efecto el voto manual como manifestación de los electores, era necesario colocar puestos de votación en la totalidad de los inmuebles en los cuales existen despachos judiciales, lo cual no ocurrió y como tampoco se implementó el voto electrónico, se cercenó el derecho al voto de varios servidores judiciales, tal fue el caso de quienes laboran en los edificios San Remo, Camacol y Jaramillo, ubicados en la ciudad de Bogotá. Otro tanto sucedió en donde habiendo puestos de votación no se suministraron los elementos necesarios para realizar las elecciones, al no contar con urnas, ni listado de electores. Tan solo se instalaron unos computadores para verificar  el número de la cédula exhibido por el votante correspondía o no al de un empleado o funcionario judicial de la seccional.

1.2.3.1.8. Falta de transparencia por utilizar símbolos patrios. El día 20 de agosto de 2015, fue publicado en el portal de videos YOUTUBE, en el enlace: https://www.youtube.com/watch?v=2ICW_qdFkT0 video  propagandístico en el que aparece una foto del candidato Vicente de Santis  exhibiendo sus planes e ideas, el número del tarjetón, y de fondo claramente los colores de la bandera nacional, y de música de fondo, la del himno Nacional, en flagrante incumplimiento de los artículos 1º de la Ley 12 de 1984; 13 del Decreto 1967 de 1991 y 35 de la Ley 1475 de 2011, sobre el uso restringido de los símbolos patrios en el tema de la propaganda electoral. Es decir, que el elegido Vicente de Santis pudo beneficiarse de tal simbolismo a favor a su campaña electoral, lo que sin duda vulneró las normas en que se basa y se estructura la democracia, la participación ciudadana, y la transparencia para este proceso  electoral.

1.2.3.1.9. Falta de publicidad de los escrutinios: de conformidad con el artículo 15 del Acuerdo 6, la Presidencia de la Comisión Interinstitucional, en presencia de un Delegado de la Procuraduría General de la Nación, realizaría  la consolidación  de los resultados de votación, y señalaría el 28 de agosto los candidatos con mayor número de votos.”

Pero la mentada consolidación no fue informada al público, pues llegado el día a las 9:30 de la noche solo pudieron informar los datos del voto electrónico, así que sin tener la manual, no se podía haber consolidado ninguna información.

1.2.3.1.10. Error en el envío de los documentos: con lo cual se vulneró el principio de transparencia, por cuanto conforme al artículo 14 del acuerdo No 6, se dispuso que una vez que la Comisión Interinstitucional Seccional obtuviera los resultados de la votación, enviará los datos verificados y consolidados ese mismo día, mediante un acta que sería firmada por el Presidente de la Comisión Interinstitucional  Nacional o al correo electrónico de la comisión (comisoninter@consejosuperor.ramajudicial.gov.co). Así las cosas, existían solo dos formas válidas para entregar la información y ello debía cumplirse el mismo día de los escrutinios, a más tardar a las doce de la noche.
1.2.3.1.11. Falta de garantías institucionales y falta de votación en siete departamentos: el Anexo del Acuerdo No 6 de 2015 en su numeral 4, establecía que la Comisión Interinstitucional Nacional y seccionales solicitarían apoyo para el suministro de elementos como los cubículos de votación; pero varias seccionales señalan que dichos elementos no fueron suministrados. A más que en las Seccionales de Amazonas, Casanare, Guainía, Guaviare, Putumayo, Vaupés, y Vichada no se contabilizó ni un voto. Es decir, que en siete departamentos nadie votó, lo que sin duda demuestra errores grandísimos en publicidad, oportunidad y garantías, lo cual atentó gravemente contra la democracia, ya que los 7 departamentos, equivalen al 21.87% de los departamentos votantes (en total 32), indicio notable del yerro en las publicaciones, escrutinios, en logística y en todas las etapas de la convocatoria.

1.2.4. Expedición en forma irregular: consecuente de los cargos de nulidad anteriormente alegados, es claro que el acto declaratorio de elección fue expedido de forma irregular, al haberse omitido la implementación del sufragio electrónico en los términos señalados en el Anexo del Acuerdo Nº 06 de17 de julio de 2015, la instalación de puestos de votación que no contaron con el listado de electores, ni con urnas.

1.2.5. Falsa motivación: teniendo en cuenta que la jornada electoral se adelantó de forma irregular, es claro que al proferirse el acto de elección (Acuerdo No.11 del 2 de septiembre de 2015), el mismo es totalmente falso y con ello se desvirtúa también la legalidad del referido acto al incumplirse la totalidad de los parámetros del protocolo del procedimiento de elección. Sobre todo en cuanto tan solo se habilitó el voto electrónico en 368 mesas del total de las 1.200 instaladas.
1.2.6. Violación al derecho de elegir y ser elegido: al incurrirse en las irregularidades glosadas, se vulneró el derecho a elegir y a ser elegido previsto en el artículo 40 superior, con respecto a los electores y a los candidatos. Estas fueron en concreto: i) falencias de publicidad en el cronograma del Auto del Consejo de Estado publicado solo una 12  horas antes de la elección; ii) los tarjetones fueron publicados en la página, mediante noticia 1 hora y cincuenta cinco minutos después de iniciadas las elecciones; iii) en todos los edificios no existían urnas, algunos traslados en ciudades podían tardar 6 o 7 horas; iv) no se habilitó el kactus para que cada usuario pudiera ejercer su derecho al voto desde su juzgado, dado que en el territorio nacional hay juzgados totalmente apartados y v) algunos candidatos tuvieron menos de 24 horas para hacer la campaña electoral, conseguir apoyos, máxime cuando era de cobertura nacional, lo que vulnera el derecho a elegir, porque sin información oportuna no es posible ejercer la democracia.
1.2.7. Duplicidad en una mesa de votación: se presentó error en la mesa 203A  y 203M de Atlántico, pues son totalmente idénticas, es decir, se contabilizaron los votos manual y electrónicamente.

1.2.8. Violación al principio de la buena fe y al debido proceso: El artículo 87 de la Constitución Política establece que las actuaciones de los particulares y de las autoridades deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, los cuales se presumirán en todas las gestiones que aquellos adelanten ante éstas. La jornada electoral del 1º de septiembre de 2015, se adelantó con una serie de irregularidades, pues no se cumplieron los parámetros establecidos por la Comisión Interinstitucional de la Rama Judicial en el Anexo del Acuerdo Nº 06 del 17 de julio de 2015, 
Al presentarse, la serie de irregularidades señaladas es clara también la vulneración al derecho al debido proceso previsto en el artículo 29 de la Constitución Política, tanto de los electores como de los candidatos, pues la jornada electoral fue adelantada en forma irregular.

Adicionalmente, puso de presente que los jurados de votación fueron los mismos empleados judiciales, circunstancia que conlleva falta de imparcialidad e independencia en la jornada electoral, por lo que no se garantizó el principio de transparencia.

2. De la admisión de la demanda y del decreto de suspensión provisional: por auto de Sala de 26 de noviembre de 2015, obrante de folios 217 a 224 (cdno. 1, exp. 00026), se admitió la demanda. Se decretó la suspensión provisional del acto de elección de VICENTE CALIXTO DE SANTIS, por cuanto de las 316 mesas demandadas, la Sala advirtió que en efecto existen inconsistencias en la sumatoria de los votos, presentándose una diferencia de 2.854 votos, equivalente a un 62.6% de la votación total que fue de 4.559 votos y, la diferencia entre el demandado y la segundo en votación María del Pilar Arango Hernández fue de 345 votos. Se negó la medida cautelar respecto de la demandada MARTHA LÍA HERRERA GAVIRIA por falta de prueba frente a la censura cautelar que se sustenta en la existencia de irregularidades en la elección.
3. Las contestaciones: 
3.1. Del demandado VICENTE CALIXTO DE SANTIS CABALLERO: mediante escrito obrante de folios 393 a 429 del cuaderno 1, expediente 00026, se opuso a las pretensiones de la demanda. Indicó que conforme a los Acuerdos 9 y 10 de 2015, se dieron a conocer el nombre de los nuevos candidatos, a fin de cumplir con la orden judicial impartida por la Sección Quinta, providencia que se publicó en la página web de la Rama Judicial y se expidió la Circular 04 de 26 de agosto de 2015 informando el nuevo cronograma acorde a la orden judicial, que fue publicada en El Espectador. Indicó que el escrutinio de 2 de septiembre de 2015, frente a la elección de funcionarios, se había hecho sobre 1.180 mesas de 1.201 en total (98.3%) faltando solo 21 mesas del Departamento de Antioquia sin incidencia en el resultado. El de empleados estaba completo. Así las cosas, sí fue informado el escrutinio tanto de voto electrónico como de voto manual.
Sobre las censuras de violación indicó que el procedimiento de votación y escrutinio fue cumplido por la Comisión Interinstitucional, Nacional y Seccionales, por las Direcciones Ejecutivas Seccionales delegadas, sin desconocer que se trataba de un proceso novedoso a efectuar y terminar en el corto tiempo de dos meses; no adoleció de irregularidad en su expedición por cuanto de las 318 mesas demandadas, el actor solo trajo como ejemplo las mesas 835 del Meta y 854 de Norte de Santander. Procedió a explicar de cara a cada mesa demandada y al Acta de Escrutinio y cómo entender la diferencia en la sumatoria de los escrutinios.

A título conclusivo señaló: i) el Acta de Escrutinio General Representante de Funcionarios 2015 del 18 de septiembre de 2015, presenta inconsistencias y le falta la página 43; ii) las inconsistencias o errores se debieron a una falla técnica del software, pues los resultados totales de mesa por mesa se corrieron de las columnas correspondientes, sin afectar el resultado definitivo, debiéndose aplicar el principio de eficacia del voto; iii) los errores no corresponden a las votaciones que individualmente obtuvieron los candidatos en contienda, sino a la sumatoria que consignaron en la columna ‘total por mesa’ que se visualiza horizontalmente al final de cada hoja; iv) las inconsistencias aparecen a partir de la página 28, a partir de la mesa 701 Chocó A, así que hacia atrás las inconsistencias no se presentaron; v) las inconsistencias presentan unas constantes en cuanto que a intervalos de 50, 27, 5 y 9 columnas se presentaron las corridas detectadas; vi) una correcta sumatoria de los votos obtenidos por cada candidato en la columna última o final “Total Votos” -los que no sufrieron error- con la sumatoria del “Total por Mesa” -en donde se presentó el yerro- existe coincidencia en cuanto al resultado final de 4.559 votos; vii) sumada la real votación, independientemente de ubicarse en la columna que correspondía del total de mesa, siempre da el mismo resultado; viii) por las anteriores razones el Consejo de Estado también erró al suspender provisionalmente los efectos de la elección del demandado.
En relación con: la no contabilización de los votos del departamento de Cundinamarca, ha de tenerse en cuenta que se escrutaron los municipios de Facativá, Girardot, Agua de Dios y Viotá, aunque reconoce que no se instalaron mesas en los edificios donde funcionan las sedes judiciales. Además, que debe tenerse en cuenta que Cundinamarca está integrado a la seccional de Bogotá. Las mesas sin votación y falta de legitimidad, señaló que el hecho de que no se haya votado no conlleva per se “indicio de errores en la publicidad y falta de transparencia”, porque está el factor de abstención, pues no era voto obligatorio. Violación al principio de publicidad, la pretensión del artículo 18 del Acuerdo 6 de 2015 era que entre toda la variedad de canales se publicitara la convocatoria, mas no que obligatoriamente debía socializarse en todos. Tanto las modificaciones al cronograma y el auto del Consejo de Estado, fueron correctamente informados. Por otra parte, tener solo un 17% de abstención en la votación da cuenta de que la divulgación del proceso eleccionario sí fue idónea. Incumplimiento del auto del Consejo de Estado, si bien es cierto algunos candidatos inscritos a partir de la decisión judicial no tuvieron para su campaña el tiempo de los inscritos inicialmente, ese hecho no es atribuible a la Comisión Interinstitucional sino consecuencia del auto judicial que en todo caso se acomodó a la cercanía del plazo constitucional previsto. Vulneración a la democracia por no poder votar electrónicamente, aseveró que ni siquiera para las elecciones por voto popular ha sido implementado este mecanismo. La Rama Judicial fue pionera en su utilización, que si bien no se pudo dar en todos los despachos, ello obedeció a problemas de conectividad. No obstante, de conformidad con el cuadro de “discriminación de votaciones” de 4 de septiembre de 2015, la votación electrónica arrojó un total de 2.415 votos (44%) superior a los 2.144 de la votación manual (39%). La falta de garantías de transparencia y publicidad por no contar con las listas de electores y de ubicación de las mesas, que consideró no afectaron el proceso eleccionario, pues se desarrolló con votaciones electrónica y manual. La falta de transparencia por utilizar símbolos patrios en la campaña electoral del elegido De Santis, no es de recibo porque la prohibición está dada para las elecciones populares y para partidos y movimientos políticos. Tampoco se genera para el elegido ningún tipo de sanción, pues legalmente no está prevista. La falta de publicidad de los escrutinios no es cierta porque el 2 de septiembre de 2015, la Comisión Interinstitucional publicó un comunicado en la página web de la Rama Judicial e incluso con el aval y firma de los delegados de la Procuraduría y de la Fiscalía General de la Nación. Por otra parte, todas las seccionales reportaron el mismo día de elecciones los resultados electorales, siendo la más demorada Antioquia por problemas logísticos. La falsa motivación y violación del artículo 40 superior aseveró que no se demostró y que no se acompasó con la realidad del proceso eleccionario, tampoco se acreditó la violación al derecho a elegir y a ser elegido. La duplicidad de una mesa de votación no es cierto porque es una misma mesa solo que una parte destinada al voto electrónico y otra parte a la votación manual, por eso los totales finales coinciden. Vulneración de los principios de buena fe y debido proceso no se evidencia al quedar desvirtuadas las presuntas irregularidades soporte de la demanda.

Propuso las excepciones de indebida acumulación de pretensiones por cuanto se demandó la nulidad del Acuerdo 11 de 2015 por yerros en los procesos de votación y escrutinio que el actor mezcló, en forma indebida, con un error subjetivo alusivo a la utilización de símbolos patrios por parte del elegido DE SANTIS. De ineptitud de la demanda por la falta de clasificación de los hechos y de los fundamentos jurídicos y por falta de agotamiento del requisito de procedibilidad (art. 161-6 CPACA) respecto de las irregularidades en el proceso de votación y escrutinio.
3.2. De la Dirección Ejecutiva de Administración judicial: mediante escrito que reposa de folios 370 a 374 del cuaderno copia, se opuso a algunos hechos y frente a otros se atuvo a las resultas probatorias. En relación con la defensa de fondo, señaló que el Acuerdo 11 de 2015, buscó dar cumplimiento a la orden judicial de la Sección Quinta; que las inconsistencias que dice el actor tiene el acta de escrutinio general, no son ciertas pues los votos de las mesas y los totales finales son coincidentes y que si bien existió un error técnico, éste no incidió en el resultado final y, por ende, no afectó la legalidad de la elección porque se llegó al escrutinio correcto. Explicó que cuando se hizo referencia a la obtención del 100% se aludía al conteo, no al 100% de los votos, pues se dejó claro que el reporte era parcial, existieron reportes para cada uno de los grupos electores de los representantes respectivos, uno el 1º de septiembre estando aun en elecciones y, otro, el 2 de septiembre de 2015, cuando ya habían terminado las votaciones, pero no fue que el acto de elección se hubiera remitido al escrutinio parcial del 1º de septiembre de 2015. En respuesta a derecho de petición se explicó cómo fueron publicitados los actos administrativos expedidos, pero el actor lo descontextualiza utilizando la hora del reporte de la auditoría que no corresponde a la hora en que se dio su publicidad. Tampoco se violaron los derechos fundamentales invocados en la demanda, si se tiene en cuenta que la Comisión Interinstitucional el auto de la Sección Quinta le fue notificado el 26 de agosto de 2015.

Concluyó que los argumentos de la demanda carecen de asidero probatorio, pues tomó como referente los escrutinios parciales y omitió revisar y comparar las actas escrutadas de cada seccional que son coincidentes con los resultados totales publicados y que favorecieron a los elegidos porque obtuvieron las mayores votaciones.
4. La acumulación: por auto de 11 de marzo de 2016, en atención al informe secretarial que notició la coexistencia de procesos que recaían sobre la misma elección, el Despacho instructor, ordenó mantener el expediente 00023, en la Secretaría de la Sección, mientras llegaba la oportunidad procesal para decidir sobre la acumulación (fl. 310 cdno. ppal. exp. 00023). Por auto de 26 de febrero de 2016, similar orden se impartió respecto al proceso 00026 (fl. 690 del cdno. 2 exp. 00026). Por auto de 4 de abril de 2016, el Despacho decreta la acumulación de ambos procesos, sin necesidad de convocar a audiencia de sorteo de Consejero Ponente, por cuanto ambos procesos cursan en este Despacho (fls. 708 a 710 cdno. 2 exp. 00026). 

5. La audiencia inicial: mediante auto de 3 de mayo de 2016, se fijó el 16 de mayo de 2016 para celebrar la audiencia inicial (fl. 729 cdno. 2 exp. 00026 y 00023 acum).
En la fecha agendada se dio inicio a la primera audiencia, en la que el Despacho
 profirió las siguientes decisiones:

5.1. La coadyuvancia: admitió la del señor José Antonio Álvarez Carrero, quien apoyó la demanda. 
5.2. Las excepciones: se declaró no probada la excepción de indebida acumulación de pretensiones, porque sin dejar de tener en cuenta que se trató de dos elegidos y, por ende, son dos los demandados, lo cierto es que se discute una misma elección, que provee un mismo órgano (Consejo de Gobierno Judicial), que no versa sobre elección popular y que los cargos recaen sobre el proceso eleccionario, razones todas estas que aplicando los principios de celeridad y economía procesal, es viable que se tramiten en un mismo proceso.
Por otra parte, el cargo atinente a la utilización de símbolos patrios en la propaganda que empleó uno de los elegidos, no hace parte de las causales subjetivas de anulación. 
Tampoco se encontró probada la excepción de ineptitud de la demanda por la supuesta omisión de hechos y de concepto de violación organizados (art. 162-3 del CPACA), por cuanto al analizar ambas demandas, tanto las pretensiones como los hechos están enumerados, los conceptos de violación aluden a causales de nulidad y los cargos invocados. Frente a la falta de agotamiento del requisito de procedibilidad, previsto en el artículo 161 numeral 6º del CPACA, solo es exigible para elecciones por voto popular y respecto de las causales 3 y 4 del artículo 275 ibídem, situación que difiere diametralmente de las pretensiones y presuntas irregularidades objeto de estudio en la presente controversia. Finalmente, en cuanto a la ausencia de causa para pedir por ser un tema de fondo debe resolverse en la sentencia.

5.3. La fijación del litigio: textualmente fue precisado en los siguientes términos,

“Determinar si el acto de elección de los señores Marta Lía Herrera Gaviria y Vicente Calixto De Santis Caballero, Representantes de los Magistrados de Tribunales y Jueces de la República y empleados de la Rama Judicial para integrar el Consejo de Gobierno Judicial, contenido en el Acuerdo Nº 11 de 2 de septiembre de 2015 de la Comisión Interinstitucional de la Rama Judicial, ES NULO porque: 1. Se expidió con desconocimiento de las normas en que debería fundarse. 2. Incurrió en falsa motivación. 3. Fue expedido en forma irregular. 4. Atentó contra los artículos 13, 40, 29, 7 y 87 de la Constitución Política, de acuerdo con las presuntas irregularidades antes expuestas, en las mesas señaladas en los anexos 1 y 2, adjunto a la presente acta y con los señalados en los autos admisorios de las demandas acumuladas. Todo esto en armonía con el concepto de violación antes precisado y atendiendo, en los respectivos casos, a las mesas relacionadas en los anexos Nos. 1 y 2, antes enunciados” (fl. 783 cdno. 2. Exps. 00026 y 0023 acum).  
5.4. Dictamen pericial: el demandado VICENTE CALIXTO DE SANTIS, con el escrito de contestación de la demanda adjuntó una experticia intitulada “Dictamen pericial de tipo informativo”, el Despacho ordenó correr traslado, así también de las otras pruebas decretadas y suspendió la audiencia para continuarla el 25 de mayo siguiente.

5.5. Continuación de la audiencia: siendo 25 de mayo de 2016, se dio continuidad a la audiencia inicial y se procedió al decreto de pruebas y fijó como fecha para la audiencia de práctica de pruebas el 10 de junio de 2016 (fls. 799 a 821 cdno. 2 exps. 00026 y 00023 acum).
6. Suspensión del proceso: mediante auto de 7 de junio de 2016, obrante a folios 881 y vuelto del cuaderno 3 del expediente 00026 y 00023 acumulados, el Despacho suspendió el proceso, en providencia cuya literalidad es la siguiente: 
“Como es de amplio conocimiento, la Corte Constitucional al analizar una de las demandas presentadas contra el Acto Legislativo 2 de 2015 “por medio del cual se adopta una reforma de equilibrio de poderes y reajuste institucional y se dictan otras disposiciones”, concluyó, según se dice en los medios de comunicación, que “…el Congreso sustituyó la Constitución al crear el Consejo de Gobierno Judicial, lo que en opinión de la mayoría iba en menoscabo de la independencia de Rama Judicial. Con ese argumento revivió a la eliminada Sala Administrativa de la Judicatura, que asume las funciones que la reforma del 2015 le había dado al Consejo de Gobierno Judicial. // Así las cosas, la norma de creación del Consejo de Gobierno Judicial, en lo que se conoce en lo relativo a la Sala Administrativa, fue declarada inexequible, sin que hasta la fecha exista comunicado de prensa ni texto de la providencia que permita conocer las motivaciones e implicaciones que la Corte impone con su decisión. // De acuerdo con lo expuesto y teniendo en consideración que en el proceso de la referencia se discute la legalidad de los actos de elección de los miembros que conforman el Consejo de Gobierno Judicial, este Despacho considera necesario aplazar la audiencia de pruebas, programada para el próximo 10 de junio de 2016, hasta que la Corte Constitucional notifique el fallo de inexequibilidad mencionado, para saber con certeza el grado de afectación que esa decisión impone en el curso del presente medio de control electoral”.
II. CONSIDERACIONES

1. Competencia y particularidad del asunto 

De conformidad con lo dispuesto en el numeral 3º del artículo 149 de la Ley 1437 de 2011 Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y el artículo 13 del Acuerdo 58 del 15 de septiembre de 1999 -modificado por el artículo 1° del Acuerdo 55 de 5 de agosto de 2003-, la competencia para conocer en única instancia del presente proceso, en tanto se trata de una acción de nulidad electoral contra la elección del Acuerdo N° 11 del 2 de septiembre de 2015, por medio del cual, la Comisión Interinstitucional de la Rama Judicial declaró la elección de los señores VICENTE CALIXTO DE SANTIS CABALLERO y MARTA LÍA HERRERA GAVIRIA, como Representantes de los Magistrados y Jueces y Representante de los Empleados, respectivamente, ante el Consejo de Gobierno Judicial.
Como se indicó al inicio de esta providencia, sería procedente continuar con el proceso y, llegado el momento procesal proferir sentencia, de no ser porque atendiendo al principio de economía procesal, el Despacho encuentra que al haber sido notificadas las dos sentencias de la Corte Constitucional que declararon inexequibles algunas de las normas del Acto Legislativo 02 de 2015, en forma puntual, lo concerniente al Consejo de Gobierno Judicial, ha surgido una circunstancia que permite declarar la terminación del proceso, de conformidad con el artículo 243 numeral 3º del CPACA, mediante decisión de ponente, conforme lo dispone el artículo 125 del mismo ordenamiento.

En efecto, son de público conocimiento, los pronunciamientos de la Corte Constitucional C-285 de 1º de junio de 2016 y C-373 de 13 de julio siguiente, conocido a mediados febrero de 2017 en los que declaró la inexequibilidad del Acto Legislativo Nº 02 de 2015, específicamente de los artículos 15 y 18 Transitorio, soporte constitucional y fundamento jurídico primigenio del Consejo de Gobierno Judicial, de los actos que la Comisión Interinstitucional debía expedir a fin de implementar la elección de los Representantes de los Jueces y Magistrados y Empleados al Primer Consejo de Gobierno Judicial y del acto declaratorio de elección que es objeto de estudio, en este caso, por vía del medio de control de nulidad electoral. 

El tenor literal de las resolutivas de estas sentencias son del siguiente tenor literal:
La C-285 de 2016
:

“PRIMERO.- Declarar INEXEQUIBLE el artículo 15 del Acto Legislativo 02 de 2015, salvo en lo que tiene que ver con la derogatoria tácita del numeral 2º del artículo 254 de la Constitución, en relación con la cual la Corte se INHIBE de pronunciarse de fondo por ineptitud sustantiva de la demanda. En consecuencia, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia, el artículo 254 de la Carta Política quedará así: 
“Artículo 254. El Consejo Superior de la Judicatura estará integrado por seis magistrados elegidos para un período de ocho años, así: dos por la Corte Suprema de Justicia, uno por la Corte Constitucional y tres por el Consejo de Estado”. 
SEGUNDO.- Declarar INEXEQUIBLE el artículo 16, así como los incisos 2º y 6º del artículo 26 del Acto Legislativo 02 de 2015. 

TERCERO.- Declarar INEXEQUIBLE el artículo 17 del Acto Legislativo 02 de 2015, salvo en lo que tiene que ver con la derogatoria, tanto de la expresión “o a los Consejos seccionales, según el caso”, como de los numerales 3º y 6º del artículo 256 de la Constitución, en relación con lo cual la Corte se INHIBE de pronunciarse de fondo por ineptitud sustantiva de la demanda. 

CUARTO.- Declarar INEXEQUIBLE el artículo 18 transitorio del Acto Legislativo 02 de 2015, con excepción de los siguientes pronunciamientos: 

- Se declara EXEQUIBLE el literal f), del numeral 1º, salvo en lo referente a la expresión “También ejercerán la función prevista en el artículo 85, numeral 18, de la Ley 270 de 1996”, que se declara INEXEQUIBLE.

- Se declara EXEQUIBLE el literal g), del numeral 1º, en su totalidad. 

- En relación con la expresión “La autoridad nominadora para las Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial será la Comisión Nacional de Disciplina Judicial”, prevista en el numeral 6, por las razones expuestas en esta providencia, la Corte se INHIBE de pronunciarse de fondo por ineptitud sustantiva de la demanda. 

QUINTO.- Declarar INEXEQUIBLES las remisiones al Consejo de Gobierno Judicial y a la Gerencia de la Rama Judicial contenidas en los artículos 8, 11 y 19 del Acto Legislativo 02 de 2015. En consecuencia, DECLARAR que en las disposiciones constitucionales a las que tales artículos aluden, la expresión “Consejo de Gobierno Judicial” se sustituye por “Consejo Superior de la Judicatura”, y se suprime la expresión “y adelantada por la Gerencia de la Rama Judicial”. 

SEXTO.- INHIBIRSE de emitir un pronunciamiento de fondo respecto de los cargos presentados contra el artículo 19 y el inciso 1º del artículo 26 del Acto Legislativo 02 de 2015, por ineptitud sustantiva de la demanda, salvo en la derogatoria tácita del artículo 257 de la Constitución Política, la cual se declara INEXEQUIBLE”.

En la sentencia C-373 de 13 de julio siguiente
, las decisiones fueron:

“PRIMERO.- Declarar INEXEQUIBLE la expresión “Miembro de la Comisión de Aforados” contenida en los artículos 2 (inciso 6º) y 9 (inciso 3º) del Acto Legislativo 02 de 2015.

 

SEGUNDO.- Declarar INEXEQUIBLES los artículos 5 y 7 del Acto Legislativo 02 de 2015.

 

TERCERO.- Declarar INEXEQUIBLE el nuevo artículo 178A adicionado por el artículo 8 del Acto Legislativo 02 de 2015.

 

CUARTO.- ESTARSE A LO RESUELTO en la sentencia C-285 de 2016 en lo declarado inexequible del inciso primero del artículo 11 del Acto Legislativo 02 de 2015. En relación con la expresión “de lista de diez elegibles enviada por el [Consejo de Gobierno Judicial] tras una convocatoria pública reglada de conformidad con la ley”, declararlo EXEQUIBLE por los cargos analizados.

 

QUINTO.- ESTARSE A LO RESUELTO en la sentencia C-285 de 2016 en lo declarado inexequible del artículo 15 del Acto Legislativo 02 de 2015. En relación con la derogatoria tácita del numeral 2º del artículo 254 de la Constitución, declararlo EXEQUIBLE por los cargos analizados.

 

SEXTO.- ESTARSE A LO RESUELTO en la sentencia C-285 de 2016 que declaró inexequible el artículo 16 del Acto Legislativo 02 de 2015.

 

SÉPTIMO.- ESTARSE A LO RESUELTO en la sentencia C-285 de 2016 en lo declarado inexequible del artículo 17 del Acto Legislativo 02 de 2015. En lo que tiene que ver con la derogatoria, tanto de la expresión “o a los Consejos seccionales, según el caso”, como de los numerales 3º y 6º del artículo 256 de la Constitución, declararlo EXEQUIBLE por los cargos analizados.

 

OCTAVO.- ESTARSE A LO RESUELTO en la sentencia C-285 de 2016 en lo declarado inexequible del artículo 18 del Acto Legislativo 02 de 2015. Respecto de los apartes vigentes de esa disposición, declararlos EXEQUIBLES por los cargos analizados.

 
NOVENO.- Declarar EXEQUIBLE el artículo 19 del Acto Legislativo 02 de 2015 por los cargos analizados.

 

DÉCIMO.- ESTARSE A LO RESUELTO en la sentencia C-285 de 2016 que declaró inexequibles los incisos 2º y 6º del artículo 26 del Acto Legislativo 02 de 2015 y, en relación con el inciso 1º de dicho artículo, declararlo EXEQUIBLE por los cargos analizados”.

Por otra parte, huelga recordar que la Sala Plena Contenciosa de esta Corporación, en sentencias de 19 de julio de 2016, expedientes 2015002100 y 20150104200, dentro de los medios de control de nulidad por inconstitucionalidad y la Sección Quinta en auto de 28 de julio de 2016 dentro de la nulidad contra acto de contenido electoral con radicación 00018, declaró terminados los procesos por sustracción de materia, ante la declaratoria de inexequibilidad del Acto Legislativo 02 de 2015, acto de creación del Consejo de Gobierno Judicial y este será el enfoque que dará el Despacho conductor, pues tal decisión debe dar paso a la declaratoria de sustracción de materia bajo una aplicación especial, y a declarar terminado el proceso, como pasa a explicarse. 
2. La sustracción de materia 
Se hace necesario abordar este asunto desde la óptica de la sustracción de materia, toda vez que el Acto Legislativo No. 02 de 2015, en su artículo 18 Transitorio, fue declarado inexequible por la Corte Constitucional en sentencia de 1º de junio de 2016 (C-285-16, expediente D-10990. M.P. Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez) y en fallo de 13 de julio siguiente (C-373-16, expediente D-10947. M. P. Dres. Alejandro Linares Cantillo y Gabriel Eduardo Mendoza Martelo). Así las cosas, siendo éste el fundamento normativo constitucional de creación del Consejo de Gobierno Judicial, en lo que se incluye, al Primer Consejo y a que precisamente la elección que se demanda es la de los Representantes de funcionarios y empleados judiciales elegidos para pertenecer a la entidad ya extinta y que desapareció de la arquitectura estructural y orgánica de la administración de justicia, surge la aplicación de la tesis de la sustracción de materia
.
El Despacho deja en claro que tradicionalmente, desde 1991 -aunque dentro de la evolución jurisprudencial de la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo no siempre fue así- la jurisdicción debe pronunciarse sobre la legalidad de los actos administrativos generales cuando éstos han sido “derogados” -entiéndase en sentido amplio como el retiro del acto del ordenamiento jurídico- por cuanto el análisis objetivo de legalidad se realiza conforme con el régimen normativo vigente al momento de la expedición del acto. 
Ese antecedente del año de 1991, en su parte medular, consideró, luego de hacer un recorrido sobre las disímiles posiciones de las Secciones al tratar el tema de la competencia sobre el acto administrativo retirado del ordenamiento, lo siguiente: 

“(…)
Estima la Sala que, ante la confusión generada por las dos tesis expuestas, [se refiere a la incompetencia total frente al conocimiento del acto que estuvo en el ordenamiento] lo procedente será inclinarse por la segunda de ellas, pero no es posible confundir la vigencia de una disposición con la legalidad de la misma, como ocurriría si se mantiene la posición que sostiene que sería inoperante y superfluo pronunciarse en los eventos en que la misma administración ha revocado su acto, así éste sea de carácter general e impersonal. 
Pues, contrario a lo que se había afirmado, opina la Sala que la derogatoria de una norma no restablece per se el orden jurídico supuestamente vulnerado, sino apenas acaba con la vigencia de la norma en cuestión. Porque resulta que de un acto administrativo, aun si ha sido derogado, sigue amparado por el principio de legalidad que le protege, y que solo se pierde ante pronunciamiento anulatorio del juez competente; de donde se desprende que lo que efectivamente restablece el orden vulnerado no es la derogatoria del acto, sino la decisión del juez que lo anula, lo declara ajustado a derecho. Ello, además, se ve confirmado por los efectos que se suceden en cada evento. La derogatoria surte efecto hacia el futuro, sin afectar lo ocurrido durante la vigencia de la norma y sin restablecer el orden violado; la anulación lo hace ab - initio, restableciéndose por tal razón el imperio de la legalidad.

Y por ello mismo es necesario el pronunciamiento sobre actos administrativos de carácter general, impugnados en ejercicio de la acción pública de nulidad, pues su derogatoria expresa o tácita no impide la proyección en el tiempo y el espacio de los efectos que haya generado, ni de la presunción de legalidad que los cubre, la cual se extiende también a los actos de contenido particular que hayan sido expedidos en desarrollo de ella y durante su vigencia. De lo contrario, el juzgamiento de tales actos particulares por la jurisdicción contenciosa resultaría imposible, pues tendría que hacerse, entre otros, a la luz de una norma, la disposición derogada, cuya legalidad no podría controvertirse por el hecho de no tener vigencia en el tiempo.

(…)
Por ello la Sala opina que, aún a pesar de haber sido ellos derogados, es necesario que esta Corporación se pronuncie sobre la legalidad o ilegalidad de los actos administrativos de contenido general que se impugnen en ejercicio de la acción de nulidad, pues solamente así se logra el propósito último del otrora llamado contencioso popular de anulación, cual es el imperio del orden jurídico y el restablecimiento de la legalidad posiblemente afectada por la norma acusada, imperio y legalidad que no se recobran por la derogatoria de la norma violadora, sino por el pronunciamiento definitivo del juez administrativo. Y mientras tal pronunciamiento no se produzca, tal norma, aun si derogada, conserva y proyecta la presunción de legalidad que la ampara, alcanzando en sus efectos a aquellos actos de contenido particular que hubiesen sido expedidos durante su vigencia….”
 (subrayas fuera de texto).

Por tales razones, la competencia del juez de lo Contencioso- Administrativo frente a la legalidad del acto administrativo pende de la temporalidad en la que éste tuvo existencia en el ordenamiento jurídico.

El emblemático hito jurisprudencial del año de 1991 partió el entendimiento de esta figura en dos, al inclinarse por el necesario pronunciamiento por parte del juez de lo Contencioso-Administrativo cuando se trata de evaluar y decidir sobre la legalidad del acto administrativo general, así éste al momento de proferirse la decisión judicial ya no esté vigente, ni exista para el ordenamiento jurídico, con lo cual revaluó la posición, del “sin objeto” o de la carencia del mismo, precisamente ante la ficción de retrotraer el mundo normativo a la época que se había expedido el acto y al ordenamiento legal y constitucional existente a ese momento; precisamente dando cabida a la materialización del principio constitucional de legalidad que se advierte en la garantía del debido proceso que por años se ha soportado en uno de sus más importantes pilares como es el derecho de los administrados del “juzgamiento” conforme a la ley pre-existente.

Esta posición jurisprudencial es clara y contundente frente al acto administrativo general cuando es retirado del ordenamiento por voluntad de la administración que expidió el acto o cuando su fundamento de hecho o de derecho (artículo 91 numeral 2º del CPACA) es suprimido del ordenamiento jurídico, bien sea por derogatoria, o por la pérdida de vigencia del acto, o la pérdida de fuerza ejecutoria y el decaimiento del acto.

Esta figura predicable del acto administrativo general, que en estricto sentido, no produce efectos concretos no presenta dificultad alguna de que las cosas retornen al orden jurídico abstracto anterior a su expedición, una vez han sido anulados por ilegalidad; valga decir, sin que ello implique que el operador Contencioso-Administrativo abstraiga su competencia para conocer de la legalidad de otros actos jurídicos producidos con ocasión de su vigencia, que subsiste, en dos eventos principales: a) cuando ese acto general haya generado efectos en el tiempo y b) frente a los actos administrativos particulares derivados o soportados en el acto general. Y en ambos casos, el análisis se  hará de cara a la normativa vigente al momento que fueron expedidos.
Desde la reciente jurisprudencia del Consejo de Estado, la figura de la sustracción de materia, ha sido reiterada por sus Secciones
, sin que se advierta mayor cambio.

La posición mayoritaria desplegada desde el año de 1991 con la sentencia hito precitada y trascrita en unos apartes, cobra valía incluso actualmente y así lo entiende también este Despacho, al no encontrar, aún, mérito para revaluarla o rectificarla.
Además, se recaba en que la especialidad del caso sub-júdice es que lo expulsado del ordenamiento jurídico fue un Acto Legislativo modificatorio de la Constitución Política, en el que se basó el acto demandado, situación que imbuye circunstancias y condiciones particularmente diferentes a las tratadas por la jurisprudencia del Consejo de Estado en materia de sustracción de materia y que imponen un especial tratamiento, por cuanto su fundamento y soporte principal, esto es, el Acto Legislativo No. 02 de 2015, fue declarado inexequible por la Corte Constitucional, como pasa a explicarse en el siguiente aparte considerativo. 
3. La sustracción de materia en la especialidad del caso concreto de la nulidad electoral contra el acto declaratorio de elección.
La figura de la inexequibilidad se recuerda, por regla general, tiene efectos ex nunc o a futuro, dejando incólume las situaciones particulares y concretas anteriores a su ocurrencia o aquellas que el acto produjo; precisamente, por respeto a esas situaciones.

Así las cosas, dentro de la normalidad de la legalidad del acto y sus cuestionamientos por los interesados frente al quiebre de la presunción que lo cobija, la competencia del juez de lo Contencioso- Administrativo frente a la legalidad del acto administrativo retirado del ordenamiento jurídico pende de la temporalidad en la que éste tuvo existencia, ante la necesidad de evaluar y decidir sobre la legalidad del acto, así éste al momento de proferirse la decisión judicial ya no esté vigente, para dar cabida precisamente al principio constitucional de legalidad que se advierte en la garantía del debido proceso que por años se ha soportado en uno de sus más importantes pilares como es el derecho de los administrados del “juzgamiento” conforme a la ley pre-existente.

De tal suerte que si la decisión de la Corte Constitucional, en la cual no fueron modulados los efectos del fallo y, por ende, se predican a futuro, como también son aquellos cuando el acto se suprime del ordenamiento jurídico, bien sea por derogatoria, o por la pérdida de vigencia del acto, o la pérdida de fuerza ejecutoria y el decaimiento del acto (artículo 91 numeral 2º del CPACA), se dejan incólumes las decisiones frente a situaciones particulares y concretas anteriores a la ocurrencia del acto sustraído del ordenamiento jurídico o  de aquellas que el acto produjo, las cuales pueden judicializarse.

Lo cierto es que el operador Contencioso-Administrativo detenta su competencia frente a los actos administrativos derivados o soportados en el acto general. Y en ambos casos, el análisis debe hacerse de cara a la normativa vigente al momento que fueron expedidos, diferenciándose la situación del acto general con los subjetivos
.

La doctrina, analizando las sentencias
 de 1991 y de 1996, hace la siguiente reflexión, que resulta aplicable a este caso, en aras de dar claridad en el tema:

“Además, se justifica la petición de nulidad del acto general ya derogado, en el evento que durante su vigencia hubiera tenido desarrollo a través de los actos de contenido particular.

Pero no ocurre igual cosa frente a los actos subjetivos o condición, violatorios de una norma superior y productores de efectos concretos que, eventualmente, causen daño o lesión, porque, tal como lo dijo esta misma corporación en sentencia de marzo 13 de 1979, con ponencia de Carlos Galindo Pinilla, ‘en este caso su revocación, con efectos hacia el futuro, no hace inocuo el pronunciamiento judicial de anulación, pues éste retrotrae sus efectos hasta el momento mismo de la génesis del acto para hacerlo desaparecer del ámbito jurídico hasta el punto de crear la ficción o suponer que jamás existió jurídicamente, con lo cual se logra la plenitud de la tutela jurídica que no se obtendría por la vía de la revocación o de la derogación, pues estas modalidades de extinción dejan intactos los efectos producidos anteriormente’
”

Pues bien, la declaratoria de inconstitucionalidad de los artículos 15 y 18 Transitorio del Acto Legislativo reformatorio de la Constitución, creadores del Primer Consejo de Gobierno Judicial, implica que desaparecieron los fundamentos soporte de la existencia de dicho ente, en tanto su base constitucional y acto creador no existe, pero se permite al operador jurídico, como ya se indicó, cotejar el acto de elección demandado con la normativa vigente al momento de expedirlo, incluido el Acto Legislativo que fue retirado, parcialmente, del ordenamiento porque debe juzgarse su legalidad mientras estuvo vigente.

El despacho observa y no desconoce el contenido del memorial obrante a folios 873 a 874 del cuaderno 3 del expediente acumulado, presentado por el apoderado de la parte demandada VICENTE DE SANTIS CABALLERO, en el que solicitó la continuidad el proceso, con fundamento en las siguientes disertaciones:

“Si bien es cierto que podría pensarse que al salir del mundo jurídico la norma que le servía de sustento al CONSEJO DE GOBIERNO JUDICIAL las demandas de nulidad electoral que actualmente cursan en el Consejo de Estado, y especialmente en la Sección Quinta, pierden su esencia, su razón de ser, por la denominada “inconstitucionalidad por consecuencia” (….) no lo es menos que i) tal figura se aplica para cuando estamos en presencia de normas que han desarrollado una de mayor jerarquía que le servía de causa o sustento, es decir, la norma que desarrolla una anterior, al ser declarado ésta inexequible, también lo será, mas no para cuando, como en este caso se discute a través de la acción electoral la legalidad de una elección; ii) el proceso electoral es de orden público que debe llevarse hasta el final a pesar de que, como en este caso, la norma que creó al CONSEJO DE GOBIERNO JUDICIAL haya sido declarado inexequible; iii) muy a pesar que el proceso electoral conlleva a un control objetivo de legalidad, tal circunstancia no impide analizar la “legitimidad” del acto de elección demandado;

5. En el presente asunto se achaca a la elección en la que mi poderdante salió elegido con abrumadora mayoría para representar ante el CGJ a los Jueces y Magistrados de Colombia una serie de “irregularidades” que nacen de la reglamentación que la Comisión Interinstitucional a través de diversos acuerdos implementó en cumplimiento a lo ordenado en el A.L. 02 de 2015, hasta la ocurrencia de “inconsistencias” que alteraron el resultado electoral reflejados en el ACTA DE ESCRUTINIOS GENERAL FUNCIONARIOS 2015, como así lo dejó dicho, respecto de esto último, su providencia del 26 de noviembre de 2015
, lo cual es, precisamente, lo que nos interesa desvirtuar. Es decir, que tales inconsistencias o errores en esa acta, que objetivamente existen como lo reconocimos al contestar la demanda, ‘…b) se debieron a una falla técnica del software pues los resultados totales de mesa por mesa se ‘corrieron` en las columnas correspondientes, mas no afectaron el resultado definitivo, debiéndose aplicar el principio de eficacia del voto’, habiendo aportado para tales efectos una peritación de parte que surtió la debida contradicción y se está, a la espera, al lado de otras pruebas, de su práctica como ya dijimos.

6. Y es que mi poderdante, un funcionario probo con 32 años al servicio de la judicatura -26 de los cuales como Magistrado de los Tribunales de Montería y Barranquilla- y 5 años como Abogado Litigante, sin una mácula en su hoja de vida, está interesado, como lo están los que por él votaron, y está pendiente toda la Nación, en que no se incurrió de su parte, o de ellos, en maniobras fraudulentas o politiqueras como han pretendido hacerlo ver columnistas, medios de comunicación y hasta resentidos contendientes que no pudieron aceptar la derrota infringida y que siguen pretendiendo la hegemonía respecto de un conglomerado antes que buscar las propios razones de su desventura electoral, sin sacudirse de una telaraña que aun nubla los ojos. Quiere demostrar la transparencia y legitimidad de su elección, y ello no se lograría sino se lleva el presente proceso acumulado hasta su final. ES UN ASUNTO DE DIGNIDAD HUMANA en una de las dimensiones consideradas por la Corte Constitucional, entendida como la intangibilidad de los bienes no patrimoniales, integridad física e integridad moral…”.

No es de extrañar entonces como ya se mencionó y como lo plantea el memorialista que la competencia del juez contencioso no se vea afectada frente al estudio de legalidad de los actos particulares sustentados en el acto general que ha desaparecido del ordenamiento jurídico, siempre que se trate de circunstancias anormales que alejan el caso de la normalidad de los asuntos que ya ha conocido la jurisdicción de lo contencioso administrativo, como encuentra el Despacho que acontece en el evento que ocupa su atención. 

En efecto, es claro esa regla general del no vaciamiento de la competencia del juez de la legalidad del acto al haber desaparecido su fundamento fáctico y/o jurídico, presenta en este caso concreto, tres situaciones comprobadas que dan especialidad y diferencia al tratamiento que dentro de la generalidad o normalidad debía darse. El Despacho se refiere a una primera circunstancia, vista desde la sustancialidad y naturaleza de la norma suprimida y, es que la desaparición del ordenamiento jurídico, no proviene de la administración sino del Constituyente derivado y que precisamente ese acto legislativo dio nacimiento y origen a un nuevo órgano sin antecedentes en el ordenamiento jurídico constitucional, así que la temática suprimida no es de aquellas que surgen durante o a medida que se desenvuelve y se da implementación eficaz a la norma.

Así pues, no es lo mismo enfrentarse a la caída total de todo el engranaje de base y de su creación de una entidad de origen constitucional.
La segunda circunstancia, a la que se hace referencia, responde a la particularidad de la causa petendi, para diferenciarla incluso del caso de la decisión que anuló la elección de los miembros permanentes de dedicación exclusiva, por cuanto en ésta tan solo se buscaba el control de legalidad objetiva, como se advierte de los antecedentes de la sentencia de 13 de octubre de 2016
, pues en estos expedientes acumulados, las demandas que hoy ocupan la atención del Despacho, se decantaron, por incoar las decisiones del artículo 288 del CPACA, es decir, las resolutivas que conllevan las “consecuencias de la sentencia de anulación”, como se lee en el pretensión primera del proceso 00023 y, en forma más explícita, se advierte en la pretensión tercera de la demanda del proceso 00026, en el que se solicitó, se convocara nuevamente a los funcionarios y empleados judiciales, con el fin de elegir al Representante de los Magistrados y Jueces, y Representantes de los Empleados ante el Consejo de Gobierno Judicial, previsto en el Acuerdo N° 6 del 17 de julio de 2015, proferido por la Comisión Interinstitucional de la Rama Judicial (fl. 1 cdno. ppal. exp. 00026).

Es más incluso, los efectos del acto declaratorio de elección del elegido VICENTE CALIXTO DE SANTIS CABALLERO, había sido suspendido en sus efectos mediante auto adiado el 26 de noviembre de 2015 (fls. 278 a 307 cdno. 1 exp. 00026).

La tercera especialidad que permite entender el caso y analizarlo en forma diferente al común de los asuntos decantados por la jurisprudencia, es la naturaleza de la entidad que ocuparían los elegidos, pues recuérdese que los demandados integrarían el Primer Consejo de Gobierno Judicial -no el ente definitivo- y que la declaratoria de inconstitucionalidad de los artículos 15 -que dio razón constitucional a la existencia del Consejo de Gobierno Judicial y, por ende, a su especial órgano de transición, el Primer Consejo de Gobierno Judicial- y 18 Transitorio del Acto Legislativo contentivo de la máxima  creadora de dicho ente, implica que desaparecieron los fundamentos de la existencia de dicho ente, en tanto su base constitucional y acto creador que los elegidos ocuparían ya no existe.
La particularidad imbuida a este asunto por la carencia de normas que fundamenten el Primer Consejo de Gobierno Judicial y siendo el acto demandado la decisión eleccionaria de un par de sus miembros, de un organismo dentro de la estructura del Estado el cual se buscaba implementar y poner en marcha, pero que dejó de existir, incluso en el interregno breve y restringido de existencia fijado por el Constituyente Derivado, hace inane cualquier pronunciamiento, siendo viable la aplicación de la sustracción de materia, ante la inexistencia actual de dicha entidad por desaparecer su fundamento constitucional  creador, se recaba dado el caso sui generis que rodeo a la institución en comento.
En efecto, el Acto Legislativo 02 de 2015, regulaba la primera elección del Consejo de Gobierno Judicial, conforme al artículo 17, estaba sometida a presupuestos propios y únicos, tales como: un factor temporal al disponer que dentro de los dos meses siguientes a la entrada en vigencia del Acto Legislativo, los miembros del Consejo de Gobierno Judicial debían ser "designados o electos"; pasando por el sistema de elección de los representantes de los Magistrados y Jueces y de los empleados públicos, al ordenar que fueran elegidos por voto directo de sus pares de la Rama Judicial, llegando a un factor orgánico consistente en que esas primeras elecciones fueran organizadas por la Comisión Interinstitucional de la Rama Judicial y, terminando en un factor funcional.

Así que la existencia del Primer Consejo de Gobierno Judicial,  también estaba limitada en el tiempo, por cuanto solo funcionaría  hasta cuando se expidiera la Ley Estatutaria y, para darle posibilidad de funcionalidad, el Constituyente Derivado le otorgó con el mismo límite temporal, las competencias previstas en la Ley 270 de 1996
, se trataba entonces de un órgano de transición entre el extinto Consejo Superior de la Judicatura en su Sala Administrativa y el Consejo de Gobierno Judicial propiamente dicho -no temporal o nominado el “primero”-.
Por ello, dentro del continente general de la regulación del Consejo de Gobierno Judicial, había un contenido excepcional relacionado con el “primero” de esos Consejos, lo que es entendible en razón de la transición entre la supresión de la entidad creada por la Constitución de 1991 y la puesta en funcionamiento del organismo que lo reemplazaría y que fue creado por el Acto Legislativo 02 de 2015 y, es precisamente de esa normativa temporal de la que se derivaron los acuerdos que regularon el proceso eleccionario y el acto declaratorio de elección.
Además, derivando la nulidad electoral en un cotejo objetivo entre el acto de elección que se demanda frente a las normas invocadas esto es, los acuerdos que regentaron el proceso eleccionario y la escogencia o designación de estos miembros mediante la declaratoria de elección que se demanda en este medio de control de nulidad electoral, lo cierto es que todos estos actos están en íntima conexidad con la norma constitucional de creación de la entidad, la cual al haber desaparecido del mundo constitucional y, con ello, el fundamento jurídico base, esto es, el Acto Legislativo 2 de 2015, así que la materia sobre la cual la Sección Quinta debía asumir la competencia en este medio de control de nulidad electoral también desapareció.
Por contera, el Despacho conductor, en congruencia con la filosofía y decisión de la Sala Plena Contenciosa de esta corporación y de la nulidad de contenido electoral 00018, tiene claro que la inexequibilidad del Acto Legislativo 02 de 2015, que fue causa primigenia de una sucesión de actos, dentro de la que se incluye los acuerdos que regulaban el proceso eleccionario de los miembros elegidos y los conexos en forma directa, como el acto declaratorio de  elección de sus miembros el cual se pretende anular con estas demandas de nulidad electoral que ocupan la atención del Despacho, deben todos su nacimiento, tanto al acto creador del ente  (acto legislativo en cita) y, el acto declaratorio de elección a éste y a todos aquellos actos que fijaron el marco para el desenvolvimiento de esa designación (acuerdos reglamentarios de la elección incluida la convocatoria), evidencian que ya no están produciendo efecto alguno, razón por la cual no queda otra vía al juez Contencioso Administrativo de la nulidad electoral, que sustraer la materia del conocimiento a cargo de la Sección Quinta y declarar terminado el proceso.

Es claro, entonces, que esa entidad de fugaz creación, tanto en su versión definitiva como en su primera implementación, ya no se encuentra en el ámbito jurídico, al haber sido declarada inexequible y, en atención a que lo expulsado del ordenamiento jurídico fue su propio acto de creación y de desarrollo de implementación, su existencia quedará tan solo como un hecho histórico dentro de la normativa constitucional, en tanto perdió su fundamento de derecho, de esencia y de existencia, como lo es el acto de creación.
No existiendo entonces el órgano o la autoridad creada por el propio Acto Legislativo debido a su contrariedad con la Constitución Política, aunado a que el Primer Consejo de Gobierno Judicial nunca se conformó ni ejerció funciones, tampoco se materializó como entidad que efectivamente asumiera las competencias constitucionales asignadas en forma transitoria y, ante la declaratoria de inexequibilidad, lo cierto es que la norma transitoria de creación, no está llamada a tener efectos, y tampoco el acto de elección demandado en tanto fueron elegidos representantes de los jueces y magistrados y empleados que harían parte del ente transitorio que no fue posible que se materializara y que es una entidad que ya no existe y que no está produciendo efecto alguno. 

Se presentó, entonces, una alteración al sustrato jurídico del proceso de nulidad electoral, tanto en lo sustancial como en lo procesal, se ha extinguido la causa que originó el acudir a la jurisdicción, careciendo de sentido un pronunciamiento respecto de los cargos formulados en la demanda de nulidad, lo cual da paso a la terminación del proceso.

Esas razones, dan soporte a que es inane pronunciamiento alguno sobre los actos demandados, y así habrá de declararlo el Despacho, mediante la decisión de terminar el proceso de conformidad con el artículo 243 numeral 2°, en armonía con el artículo 125 del CPACA, por cuanto el fundamento jurídico constitucional de base que creó al Primer Consejo de Gobierno Judicial desapareció por la referida declaratoria de inexequibilidad, tornándose inexistente como entidad dentro de la arquitectura institucional y, aleja al juez de la nulidad electoral de su propósito de velar por la preservación de la legalidad del proceso eleccionario, en garantizar que la voluntad del elector -trátese de voto popular o no- sea respetada y refleje la voluntad de quienes eligen, nominan o en general designan y garantizar así la institucionalidad del Estado, materializada en el aspecto del factor humano que se designa para regir los destinos del país en las distintas entidades públicas y en los diferentes niveles (nacional, seccional o local), en atención a la inexistencia de la entidad que los elegidos irían a ocupar, lo que es una verdad ineluctable al encontrarse ejecutoriadas las sentencias que suprimieron del organigrama de la justicia al Primer Consejo de Gobierno Judicial.
Aspectos electorales como la verificación de las inconsistencias acusadas, la aplicación del principio de la eficacia del voto y de condiciones subjetivas que preocupan al demandado en cuanto a su dignidad humana y a su defensa en su desempeño probo como funcionario judicial, han de ceder el paso a las especificidades que dieron un tinte sui generis a este caso, al principio de economía procesal y al discurrir de la administración de justicia, por las razones explicadas con antelación.
Finalmente, se aclara que dentro de esta decisión de terminación del proceso, queda subsumida la declaratoria de suspensión provisional de los efectos de la elección del elegido VICENTE CALIXTO DE SANTIS CABALLERO decretada mediante auto de 25 de agosto de 2015. 

En mérito de lo expuesto, el Despacho, 
R E S U E L V E:

DECLÁRASE terminado por sustracción de materia el proceso de nulidad electoral, por las condiciones especiales que rodean este caso como se explicó en la parte considerativa, frente a las demandas que presentaron los señores WILLIAM EFRAÍN CASTELLANOS BORDA y FEDERICO GONZÁLEZ CAMPOS contra el acto declaratorio de elección de VICENTE CALIXTO DE SANTIS CABALLERO, en calidad de Representante de los Magistrados y Jueces y de MARTA LÍA HERRERA GAVIRIA, en calidad de Representante de los Empleados judiciales, para conformar el Primer Consejo de Gobierno Judicial, contenido en el Acuerdo N° 11 del 2 de septiembre de 2015 de la Comisión Interinstitucional de la Rama Judicial. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ
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� Expediente D-10990. Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 15, 16, 17, 18, 19 y 26 (parcial) del Acto Legislativo 2 de 2015, “por medio del cual se adopta una reforma de equilibrio de poderes y reajuste institucional y se dictan otras disposiciones”. Actor: Carlos Santiago Pérez Pinto. M. P. Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez.





�Expediente D-10947. Demanda de inconstitucionalidad en contra de los artículos 2º, 5º, 7º, 8º, 9º, 11 , 15, 16, 17, 18, 19 y 26 del Acto Legislativo No. 02 de 2015 “Por medio del que se adopta una reforma de equilibrio de poderes y reajuste institucional y se dictan otras disposiciones”. Actor: Eduardo Montealegre Lynett. M. P. Dres. Alejandro Linares Cantillo y Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 


 


� La tesis de la sustracción de materia es también utilizada por la Corte Constitucional en las decisiones que profiere dentro de las demandas de inconstitucionalidad, mientras que para los asuntos de amparo de derechos fundamentales, se decanta por la figura de la carencia actual de objeto por hecho superado o daño consumado. Así, en sentencia T-200/13 indicó: “El fenómeno de la carencia actual de objeto tiene como característica esencial que la orden de… tutela relativa a lo solicitado en la demanda de amparo no surtiría ningún efecto, esto es, caería en el vacío. Lo anterior se presenta, generalmente, a partir de dos eventos: el hecho superado o el daño consumado. Por un lado, la carencia actual de objeto por hecho superado se da cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo -verbi gratia se ordena la práctica de la cirugía cuya realización se negaba o se reintegra a la persona despedida sin justa causa-, razón por la cual cualquier orden judicial en tal sentido se torna innecesaria. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. En estos casos, se debe demostrar que en realidad se ha satisfecho por completo lo que se pretendía mediante la acción de tutela, esto es, que se demuestre el hecho superado, lo que autoriza a declarar en la parte resolutiva de la sentencia la carencia actual de objeto y a prescindir de orden alguna, con independencia de aquellas que se dirijan a prevenir al demandado sobre la inconstitucionalidad de su conducta y a advertirle de las sanciones a las que se hará acreedor en caso de que la misma se repita, al tenor del artículo 24 del Decreto 2591 de 1991. Por otro lado, la carencia actual de objeto por daño consumado se presenta cuando la vulneración o amenaza del derecho fundamental ha producido el perjuicio que se pretendía evitar con la acción de tutela, de modo tal que ya no es posible hacer cesar la violación o impedir que se concrete el peligro y lo único que procede es el resarcimiento del daño originado en la vulneración del derecho fundamental”. 





� Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, sentencia del 14 de enero de 1991; Consejero Ponente: Carlos Gustavo Arrieta Padilla; Radicación número: S-157. La tesis prohijada en el citado pronunciamiento ha sido reiterada con posterioridad por la Sala Plena de esta Corporación, en pronunciamientos tales como: sentencia del 24 de septiembre de 1991; Consejera Ponente: Clara Forero de Castro; Radicación número: S-050. Sección Tercera, en fallos de 3 de diciembre de 2007; Consejera Ponente: Ruth Stella Correa Palacio.





� Sección Tercera, sentencia de 27 de mayo de dos mil quince (2015). Exp. 11001-03-26-000-2010-00090-00(40108). Actor: Arleys Cuesta Simanca. C.P. Dr. Hernán Andrade Rincón. Sentencia de 14 de abril de 2016. Actor: Carlos Alberto Castilla Murillo. Demandada: Corporación Colombiana de Investigación Agropecuaria – CORPOICA. C.P. Dr. Guillermo Vargas Ayala.


� Sección Tercera, sentencia de 27 de mayo de dos mil quince (2015). Exp. 11001-03-26-000-2010-00090-00(40108). Actor: Arleys Cuesta Simanca. C.P. Dr. Hernán Andrade Rincón y Sentencia de 14 de abril de 2016. Actor: Carlos Alberto Castilla Murillo. Demandada: Corporación Colombiana de Investigación Agropecuaria - CORPOICA. C.P. Dr. Guillermo Vargas Ayala.


� Ibídem nota al pie 7.


� Consejo de Estado. Sentencia de marzo 13 de 1979. Ponente: Carlos Pinilla Galindo.


� BETANCUR Jaramillo. Derecho Procesal Administrativo. 8ª ed. 2013. Medellín. Págs. 301 y 302. 


� [NOTA AL PIE EN EL ORIGINAL: “Mediante la cual decretó la ‘suspensión provisional’ de mi representado en el cargo que ostentaba en el CGJ y contra la cual cursa actualmente una acción de tutela aún no fallada a pesar de haber sido radicada en el despacho del Magistrado sustanciador de la Sección Primera, Dr. Guillermo Vargas, desde el 19 de abril de 2016”].





El Despacho de la Sección Quinta aclara que al momento de proferir este auto, la tutela indicada por el demandado, fue declarada improcedente por existencia de otros medios de defensa judicial eficaces, conforme se lee en la providencia de la Sección Primera de 8 de junio de 2016. Radicación número: 11001 03-15 000-2016-01158-00(AC). Actor: VICENTE CALIXTO DE SANTIS CABALLERO. Demandado: CONSEJO DE ESTADO, SECCION QUINTA. C.P. Dr. Guillermo Vargas Ayala.


� Radicación 11001032800020150004800 y 11001032800020150004700. Actores: Fredy Antonio Machado López y Pablo Bustos Sánchez. Demandados: Juan Carlos Grillo Posada, Gloria Stella López Jaramillo y Laura Emilse Marulanda Tobón. C.P. Dra. Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez.


�El artículo 79 numerales 1°, 2°, 4° a 7°� (competencias del Consejo Superior en pleno); el artículo 85 numerales 5°, 6°, 9°, 10°, 13, 19, 22, 25, 27 y 29� (funciones administrativas del Consejo Superior de la Judicatura); el artículo 88 numerales 2° y 4°� (proyecto de presupuesto de la rama judicial – elaboración) y el artículo 97 numerales 1° y 2°�.











